[image: image1.jpg]Gobierno de Guctemcla

Comisién Presidencial de
Derechos Humanos -COPREDEH-





[image: image1.jpg]
Resolución A/HRC/24/23 del Consejo de Derechos Humanos
“Intensificación de los esfuerzos para prevenir y eliminar el matrimonio infantil, precoz y forzado: logros, mejores prácticas y deficiencias en la aplicación
Guatemala, enero de 2014
	Coordinado, sistematizado y redactado por:

Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en materia de Derechos Humanos -COPREDEH-


I. Introducción:
El Estado de Guatemala a través de la Misión Permanente ante las Naciones Unidas y Otros Organismos Internacionales con sede en Ginebra, Suiza, recibió de la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los derechos humanos, requerimiento de información en relación a la Resolución 24/23 del Consejo de Derechos Humanos, titulada “Intensificación de los esfuerzos para prevenir y eliminar el matrimonio infantil, precoz y forzado: retos, logros, mejores prácticas”.  
En dicha resolución, se solicita a la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, elaborar un reporte sobre el tema, para ser presentado antes del 26 período de Sesiones del Consejo de Derechos Humanos y que los resultados de dicho reporte, puedan ser utilizados para la orientación de la mesa redonda del mismo tema.
En cumplimiento de lo solicitado, la Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en materia de Derechos Humanos -COPREDEH-, presenta el siguiente informe:

II. Contexto  Nacional:
Según datos de la Secretaria de Planificación y Programación de la Presidencia y El Registro Nacional para las Personas del Estado de Guatemala, reportan que para el 11 de diciembre de 2013, contrajeron matrimonio 149 mil 278 parejas menores de edad y las de mayoría de edad 64 mil 683; por cada dos parejas de menores unidos en matrimonio, una es de mayores de edad. 

El Estado de Guatemala a través de estudios realizados por Organismos internacionales y organizaciones no gubernamentales con el apoyo de las instituciones del Estado, han identificado algunas causas y consecuencias de los  matrimonios a temprana edad, entre las que se encuentran principalmente las de índole cultural y de tradición, y la  de los beneficios sociales y económicos presionados por las condiciones de pobreza.

La lista de consecuencias que registran en el informe Matrimonio y Uniones de Hecho Forzadas en relación a los matrimonios a temprana edad, básicamente, son: los embarazos a temprana edad por el desconocimiento de opciones a la planificación familiar y salud reproductiva; la deserción escolar, y condiciones de pobreza en el país.  En los indicadores  de salud reproductiva destacan: la muerte materna, alto embarazo en adolescentes e incidencia de VIH.
De acuerdo a los derechos de la niñez y adolescencia contenidos en la Convención Internacional y en los Protocolos Facultativos, las practicas matrimoniales o de uniones de hecho forzadas afectan a la niñez guatemalteca en el derecho a la salud; a la libertad; a crecer y madurar en una familia; a una protección contra todas las formas de explotación y a una protección en contra del trabajo forzoso.

La relación causa efecto de estos matrimonios y uniones de hecho forzadas muestra la articulación entre derechos, cultura y desarrollo infantil, entendiéndose que las prácticas consuetudinarias se basan en lógicas de reproducción, supervivencia y cohesión social comunitaria, que pueden chocar culturalmente con las necesidades del desarrollo evolutivo y de maduración psicosocial de esta etapa de la vida.  Las obligaciones y oportunidades de los menores en la comunidad se estructuran en función de las necesidades familiares y económicas, siendo la pobreza un factor de explotación.
Las prácticas del matrimonio y la unión de hecho forzada están legitimadas culturalmente donde existen factores que interfieren y limitan mutuamente las lógicas culturales de las prácticas consuetudinarias.  Este tipo de prácticas obedecen a los antecedentes familiares que empujan a aceptar el matrimonio como escape de la situación familiar: a) las vivencias de violencia doméstica en el hogar familiar, b) la desinformación de la vida en pareja y c) la presión social o cultural a permanecer solteras después de cierta edad.
Dentro de este marco contextual el Estado de Guatemala, informa lo siguiente:
a. Esfuerzos a nivel nacional para eliminar la práctica del matrimonio precoz, forzoso e infantil, en cumplimiento de las obligaciones internacionales de derechos humanos.

Entre las principales medidas de prevención implementadas por el Estado de Guatemala,  para evitar las causas y atender las consecuencias de los matrimonios a temprana edad, se consideran: 
De las más importantes, es la tradición matrimonial de los pueblos indígenas, derivadas de las prácticas ancestrales que se dan en áreas rurales e indígenas, que tratan de preservar el papel armónico que desempeña la tradición para la unión, la estabilidad y la reproducción comunitaria, por lo que la fertilidad se maximiza deliberadamente con la estrategia de casar a las niñas en “edad pubertad”. 
El Estado de Guatemala,  ha implementado a nivel nacional programas de atención integral con el propósito de atender las causas identificadas en la celebración de matrimonios precoces como lo son: la pobreza y pobreza extrema, asimismo, se han implementado programas para atender las consecuencias de los mismos, como los embarazos a temprana edad y la deserción escolar con fines de incidencia en la prevención del matrimonio precoz. 
El Estado de Guatemala a través de la Creación del Ministerio de Desarrollo
 diseña, regula y ejecuta las políticas para mejorar el nivel de bienestar de las personas en pobreza y pobreza extrema, como efectos y causales del matrimonio precoz, de manera que los dote de capacidades y oportunidades para mejorar sus condiciones de vida.  Su función, es cumplir y velar que se cumpla el régimen jurídico sobre el diseño, ejecución, organización, control y prestación de servicios relacionados con los programas sociales.

El Ministerio de Desarrollo, formula la política de desarrollo social urbano y rural, apoyado en entidades públicas, municipalidades y sistema de consejos de desarrollo; y tiene a su cargo los programas sociales: Mi Bono Seguro; Mi Bolsa Segura; Mi Comedor Seguro; Jóvenes Protagonistas y Mi Beca Segura; los que tienen como objetivo combatir la situación de riesgo social, a través de la inclusión de las personas más vulnerables y el cumplimiento de corresponsabilidades de los beneficiarios para poder gozar de los programas.
El Estado de Guatemala ha establecido la creación del Gabinete de Desarrollo Rural Integral con el objetivo de ejecutar estrategias para mejorar las condiciones de vida de los guatemaltecos que residen en el área rural que de una manera indirecta o directa inciden en la prevención del matrimonio precoz.  El Gabinete lo integra el Presidente de la República y los ministros de Desarrollo Social, Agricultura, Ambiente, Salud, Educación, Comunicaciones, Trabajo, Economía y Finanzas; así como los secretarios de Seguridad Alimentaria, Planificación y Programación de la Presidencia, Coordinación Ejecutiva de la Presidencia y de Asuntos Agrarios.  
Según lo establecido en la Política Nacional de Desarrollo Social y Población, el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, en coordinación con el Ministerio de Educación a través del programa de salud reproductiva, creado por medio de la Ley de Desarrollo Social tiene por objeto reducir los índices de mortalidad materna e infantil, haciendo accesibles los servicios de salud reproductiva a mujeres y hombres y educando sobre los mismos. Los servicios de Salud Reproductiva son parte integral de los servicios de salud pública.
  
Los componentes de salud reproductiva son: servicios de planificación familiar, atención prenatal, atención del parto, prevención del cáncer cérvico-uterino y el de mama, atención a la menopausia y climaterio, diagnóstico y tratamiento de enfermedades de próstata, diagnóstico y tratamiento de la infertilidad y esterilidad, diagnóstico, tratamiento y prevención de las Infecciones de Transmisión Sexual (ITS), del Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) y del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA) y atención a la población en edad adolescente que de una u otra manera se encuentra expuesta al matrimonio precoz o forzoso y a la maternidad temprana.
El Instituto Guatemalteco de Seguridad Social, por medio de sus dependencias, hospitales, centros de salud, puestos de salud y demás unidades administrativas y de atención al público, está obligado a garantizar el acceso efectivo de las personas y la familia a la información, orientación, educación, provisión y promoción de servicios de salud reproductiva que de una u otra manera contribuye en la erradicación del matrimonio precoz.
El Estado de Guatemala, a través del Plan Nacional para la Prevención del Embarazo en Adolescentes tiene como objetivos la sensibilización para prevenir los embarazos a temprana edad, promover la salud sexual y reproductiva y prevenir la deserción escolar de adolescentes.  La implementación del referido Plan Nacional incluye campañas de educación sexual por medio del Consejo Nacional de la Juventud en los  departamentos de Guatemala.
El esfuerzo por parte del Estado de Guatemala se hace a través del Ministerio de Educación que ha implementado una serie de programas que tienen como objeto disminuir la deserción escolar a nivel básico y diversificado.  Durante el 2012 se implementaron programas de becas y bolsas de estudio, se invirtió Q23,976,632.87 beneficiando a 81 alumnos con Becas de la Excelencia, 15,615 alumnos con becas y bolsas de estudio del ciclo básico y diversificado, y 3,753 alumnos beneficiados con Beca de Educación Especial.  Asimismo, a través de los bonos de transporte se benefició a 48,260 alumnos del nivel primario, básico y diversificado. 
El Estado de Guatemala garantiza el derecho a la educación a través de 30,428 establecimientos de preprimaria, primaria, básico y diversificado.  En el área rural se benefició a 3,076 comunidades/escuelas de 68 municipios priorizados con el programa Mejores Escuelas en Seguridad Alimentaria Nutricional, beneficiando a 105,512 madres y padres de familia (96,197 mujeres). Para la atención de los estudiantes que se encuentran fuera del sistema regular se benefició a 72,965 jóvenes y adultos con programas de atención, se otorgaron  3,912 con becas de inglés y 1,922 con becas de computación.

b. Las encuestas, evaluaciones y estudios realizados a escala nacional y regional sobre la prevalencia del matrimonio precoz, forzoso e infantil, y/o su impacto en los derechos humanos de las mujeres y niñas y otros grupos afectados. 

El Estado de Guatemala, además de los datos proporcionados en el apartado del Contexto Nacional del presente informe, agrega que por iniciativa de la sociedad civil, organismos internacionales que han recibido y utilizado información de las instituciones del Estado, se ha elaborado el informe “El Matrimonio y uniones de hecho forzadas en Guatemala” por el Centro de Investigaciones Regionales de Mesoamérica CIRMA, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia UNICEF y la embajada de Suecia en Guatemala.  Informe que consolida información resultante de encuestas, evaluaciones y estudios realizados a escala nacional y regional sobre la prevalencia del matrimonio precoz, forzoso e infantil, y/o su impacto en los derechos humanos de las mujeres y niñas y otros grupos afectados.  
Además, la red de Observatorios en Salud Reproductiva, constituida por 21 integrantes, es un mecanismo democrático para la rendición de cuentas, fundamentan su trabajo sobre la base del seguimiento sistemático y la aplicación de herramientas para la construcción de indicadores y recolección de datos que permitan contar con información oportuna y de calidad sobre el avance y desafíos de los procesos de implementación de las políticas.
La lista de consecuencias que se incluyen en el informe Matrimonio y Uniones de Hecho Forzadas en relación a los matrimonios a temprana edad, entre otras, son: los embarazos a temprana edad por desconocimiento de opciones a la planificación familiar y salud reproductiva, la deserción escolar, y condiciones de pobreza en el país, y en los indicadores  de salud reproductiva de Guatemala destacan: la muerte materna, alto embarazo en adolescentes, incidencia de VIH.

De igual manera se han analizado los factores de estructuración socio cultural en torno a la sexualidad de los adolescentes y los factores de descomposición que alteran el desarrollo de la familia y la comunidad como marcos de referencia en la construcción de la subjetividad de adolescentes, cuestión que ha permitido valorar el daño producido por las relaciones forzadas y los arreglos matrimoniales en las situaciones previamente descritas. 

c. Las políticas y medidas a escala nacional y regional a fin de promover la eliminación del matrimonio precoz, forzoso e infantil-incluyendo medidas específicas para abordar o mitigar sus efectos, incluyendo información sobre los resultados de estas políticas, proyectos y medidas.
El Estado de Guatemala, en la actualidad tiene en ejecución una serie de programas que tienen por objeto atender de forma directa o indirecta los factores que inciden en la realización de matrimonios precoces entre adolescentes, siendo las siguientes:

· Pacto Hambre Cero: 
Las acciones del Pacto se enfocan en reducir en diez por ciento la prevalencia de desnutrición crónica infantil en un plazo de cuatro años, y reducir la mortalidad por desnutrición aguda mediante acciones de prevención de la desnutrición y la atención en salud de los niños y niñas menores de cinco años, mujeres embarazadas y madres lactantes.

Tiene como estrategia combatir el hambre y promover la seguridad alimentaria y nutricional inicialmente en 166 municipios identificados como los más vulnerables.  El objeto es atender el problema del déficit de alimentos y superar la amenaza del hambre en un país de 15 millones de habitantes. 

En coordinación con las entidades que integran el Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional (CONASAN), se realizaron barridos nutricionales en 850 comunidades priorizadas, atendiendo de casa en casa a 250,000 familias. Para el 2012, se diagnosticaron y trataron por medio del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) 12,295 casos reportados a la semana epidemiológica 50 por desnutrición aguda en menores de cinco años, a los que se les dio seguimiento ambulatorio y apoyo a la reducción del hambre estacional.  Asimismo, del total de casos registrados, se salvaron 4,250 vidas mediante la red hospitalaria, lo cual equivale a un 35 por ciento del total de niños diagnosticados con desnutrición aguda severa. 

La tasa de letalidad para los casos de la desnutrición aguda, se redujo de 22 por cada mil afectados registrados en el 2011 a 11 por cada mil registrados en el 2012.  Lo anterior se atribuye a una atención más estrecha de las y los niños con desnutrición y al cumplimiento los protocolos de tratamiento a la niñez afectada.
· Programa de Extensión de Cobertura: 
Por medio de este programa se brindó 2,634,874 consultas a mujeres y 3,443,882 a infantes, esta acción está vinculada a la corresponsabilidad en nutrición y salud de las transferencias monetarias condicionadas del programa “Mi Bono Seguro”.  Asimismo, por medio de la atención en salud y su seguimiento periódico, se contribuyó a salvar la vida de 139,230 mujeres de un total de 139,413 embarazos atendidos en los hospitales nacionales. 

· Jóvenes por la seguridad y la nutrición: 
Por medio de este programa 60,000 familias recibieron consejería en Seguridad Alimentaria y Nutricional a través del proyecto “Jóvenes por la seguridad y la nutrición”.  Durante el 2012 se perfiló en el país el gasto social más alto de los últimos siete años, con un aumento del 6.2 por ciento, respecto al año anterior ascendiendo a Q. 25,700.3 millones. Dichos avances en la institucionalidad pública del desarrollo social reflejan el compromiso del gobierno actual en el fortalecimiento e institucionalización de la política social, atacando las causas estructurales y temporales de la desigualdad social.

· Mi bono seguro: 
Por medio del programa de transferencias monetarias condicionadas: “Mi Bono Seguro” y su institucionalización dentro del Ministerio de Desarrollo Social; se fortalecieron los sistemas de registros de usuarios, y la entrega de bonos por medio de bancos del sistema para beneficiar a aproximadamente 800 mil mujeres rurales.  También se busca el incremento del número de niñas incorporadas al sistema educativo, lo que a largo plazo significa un aumento del capital humano con una perspectiva de equidad étnica y de género. 

Con el enfoque de una educación formal y una salud institucional, actualmente se ha logrado alcanzar una mayor participación educativa de las niñas en la escuela primaria y secundaria, pero viéndolo como proceso educativo, la tendencia significativa es que comienzan a estudiar más niñas que niños y terminan los estudios más jóvenes.  Es decir, se produce una mayor deserción escolar de las niñas, porque adquieren responsabilidades domesticas y compromisos sexuales a temprana edad.

El Ministerio de Educación, ha incorporado los conocimientos de salud sexual y reproductiva en la curricula a nivel básico. Los padres participan en programas o capacitaciones donde se abordan temas familiares, demandando una mejor educación sexual para sus hijos, como expresión de los cambios que también han permeado su concepción tradicional.  
La educación es la herramienta más importante del Estado para introducir, de manera menos traumática, los elementos modernizantes sin que generen desgarramientos tan profundos en la comunidad. Lo observado como dinámica en la Guatemala de los últimos 25 años, es que se ha producido una transición desde la resistencia a la educación de las niñas a la afluencia masiva en la educación primaria y secundaria.

Otro de los instrumentos dentro de las políticas y medidas a escala nacional a fin de promover la eliminación del matrimonio precoz, forzoso, y para abordar y mitigar los efectos de estos es la educación informal que abarca todas aquellas capacitaciones y herramientas educativas como campañas, ferias, seminarios, encuentros y otras acciones de impacto social, brindadas por Organizaciones No Gubernamentales y Gubernamentales a la población adulta y joven de las comunidades en el país.  Esta estrategia de intervención se ha introducido mediante los recursos de la educación popular como herramienta de desarrollo, que contribuye a los cambios de mentalidad y a la adquisición de nuevos valores y perspectivas desde una conciencia crítica de la realidad.

En este sentido, se reconoce el impacto positivo de las capacitaciones en crear una conciencia de derechos en los diferentes sectores de población. Un efecto de ello se ha visto en los padres que a consecuencia de las capacitaciones recibidas y los cambios operados en ellos mismos, flexibilizan sus exigencias y expectativas con los hijos, demandando educación sexual y transfiriendo esta responsabilidad a otros agentes más especializados, o bien reclamando mayores herramientas para abordar de una manera más adecuada las demandas de los jóvenes sin perspectivas de matrimonio precoz.

El impacto de la educación informal opera en todos los ámbitos, de salud, de educación, legal, cultural, político, social y económico y llega a todos los segmentos de población. El enfoque de derechos ha sido de esta manera difundido a toda la sociedad, notándose su efecto al conocer y comparar otras perspectivas que cambian las visiones sobre la vida, pero que también generan conflicto al emerger las contradicciones entre lo que se conoce y lo nuevo. Los discursos sociales se han ido adaptando a las nuevas realidades y las prácticas sociales tratan de responder a estos cambios entre ellos la erradicación del matrimonio precoz.

En Guatemala el influjo producido a través de la Cooperación al Desarrollo
 en los diversos sectores sociales es innegable y de amplio espectro, sobre todo considerando los montos globales de la ayuda al desarrollo desde la Firma de Paz. Han sido 15 años de recibir subvenciones que se han traducido en políticas sociales y programas, en reformas legales, en protocolos de buenas prácticas y en observatorios para vigilar y registra las problemáticas sociales entre ellos el matrimonio precoz. La atención de casos y la prevención de los problemas son estrategias de intervención en la práctica, que se han estructurado como programas experimentales y con financiamiento mixto, entre tanto el Estado de Guatemala lo asume y lo presupuesta como política pública.

d. Medidas que se han adoptado para prohibir el matrimonio precoz, forzoso e infantil, así como ejemplos de experiencias positivas y retos en la adopción de políticas y medidas y en la aplicación de estrategias destinadas a abordar este problema.
La legislación guatemalteca, establece en el Código Civil en el artículo 81, que la edad mínima para contraer matrimonio es de 16 años en los hombres y 14 años para las mujeres, esto último puede obviarse si antes de esa edad hubiere concebido. En todo caso el matrimonio se podrá celebrar siempre y cuando exista el consentimiento de los padres, de quien ejerza la patria potestad o el tutor. En última instancia, si por cualquier motivo no puede obtenerse la autorización de los responsables, la dará el juez de Primera Instancia del domicilio del menor de edad. Este último incluso puede conceder el matrimonio cuando los padres se nieguen por motivos que no sean razonables. 
El Estado de Guatemala acorde a lo expuesto por el Fondo para la Infancia de las Naciones Unidas –UNICEF- en relación a la prohibición del matrimonio infantil y a legislación aprobada en la India, los Estados mexicanos de Veracruz y Oaxaca, presentó a través de la  Comisión de la Mujer del Congreso de la República, una iniciativa de ley que consiste en reformar el artículo 81 del Código Civil el cual actualmente dispone: “el varón mayor de 16 años y la mujer mayor de 14, siempre que medie la autorización” paterna y establecer los 18 años como edad mínima para casarse, sin excepción para hombres y mujeres”. Se derogarían los Artículos 82, 83, 84 y 89 que hacen referencia a la forma de autorización paterna para desposarse y todas las disposiciones legales que contradigan el presente decreto.  

La iniciativa promueve el derecho a no contraer matrimonio a temprana edad, con la finalidad de una mejor vida en las adolescentes, las disposiciones son de orden público y aplicable a todas las adolescentes. Asimismo, permite a las adolescentes elegir su estado civil a temprana edad a tener patria potestad del niño o niña, y a continuar con su desarrollo integral. La iniciativa se encuentra pendiente de ser conocida por el pleno del Congreso de la República. 

Adicionalmente, el marco legal guatemalteco, establece que toda relación sexual con una menor de 14 años es un delito y está penado por la ley; según  la Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas: “cuando la víctima sea una persona menor de catorce años de edad, o cuando sea una persona con capacidad volitiva o cognitiva, aun cuando no medie violencia física o psicológica”. 

e. Recomendaciones sobre buenas prácticas con respecto a posibles medidas y estrategias para prevenir y eliminar el matrimonio precoz, forzoso e infantil

1. De conformidad a los perfiles antropológicos, culturales y sociales de los guatemaltecos el acceso a la educación formal, es el factor definitivo para lograr un cambio de mentalidades que promueva la igualdad de género, desarrollando relaciones más equitativas. 
2. Se deben continuar con los esfuerzos de prevenir y de revertir las relaciones de abuso y violencia doméstica o en contra de las mujeres, fortaleciendo una mayor capacidad educativa de las niñas y las adolescentes. En consecuencia, se recomienda favorecer las condiciones que aseguren la continuidad de los estudios en las y los adolescentes. Ambos necesitan descubrir el goce de compartir y complementarse, bajo las reglas del respeto mutuo y la autonomía como sujetos individuales. El conocimiento de los derechos específicos de los y las adolescentes, les permite identificar aquellas relaciones dependientes y sometidas bajo mecanismos de represión y de opresión. Además pueden reubicarse críticamente en la constelación familiar y sociocultural como sujetos y no como objetos de propiedad familiar. 

3. Hay que hacer un buen aprovechamiento de la tecnología (internet, teléfonos celulares, redes sociales, etc.) como recurso de la modernización social, de amplio uso entre las y los adolescentes y los jóvenes, es un instrumento educativo y comunicacional que abre al mundo y a otras perspectivas de relación.

4. Debe valorarse y fortalecer la incidencia de las instituciones de protección al menor, porque son consideradas de segundo orden y cuentan con pocos recursos para desempeñar un trabajo eficiente.
5. Es necesario hacer más eficiente la aplicación de las leyes en la atención de casos, aumentando los recursos ya que las demandas sobrepasan la capacidad de asistencia técnica de los funcionarios de justicia. Enriquecer la coordinación interinstitucional para que no genere fallos en la cadena de denuncia sobre los casos de alto impacto.
6. Reconocer que varios son los logros positivos que ha generado el trabajo de protección sobre los derechos de la niñez y adolescencia. Por lo que hay que continuar impulsado y apoyando las redes comunitarias de protección que han resultado funcionales, porque vigilan y denuncian el maltrato y la vulneración de los derechos a nivel local.

7. Mantener de manera activa y sostenible el proceso de seguimiento a la desaparición de menores que en la actualidad cuenta actualmente con la posibilidad de activar un sistema de alarma social que ha resultado eficaz. El sistema de alerta Alba-Keneth denuncia la desaparición concreta y activa la búsqueda temprana, con las autoridades locales (COCODES y Alcaldes) y en coordinación con varias instituciones de justicia implicadas, -Procuraduría General de la Nación (PGN), Ministerio Público (MP), Policía Nacional Civil (PGN) y Procuraduría de los derechos Humanos (PDH)-. La eficiencia de este sistema ha permitido hacer algo en torno a la desaparición de los menores, rescatando muchas veces a tiempo de violaciones serias a sus derechos.

8. La buena práctica de los derechos que inciden en la prevención del matrimonio precoz tiene mucha importancia para prevenir las relaciones forzadas.  La ruta de la denuncia es cada vez más conocida y está siendo mejor utilizada por la población. Esta conciencia ha visibilizado una mayor preocupación y movilización comunitaria para proteger a la niñez y adolescencia, en coordinación con las instituciones públicas responsables de hacerlo. Lo cual demuestra que cuando la ley es efectiva, la ciudadanía apela a la ley y las instituciones recuperan credibilidad social.

9. Hay que continuar con las propuestas de reformas legales que favorezcan la prevención del matrimonio precoz con el fin de modificar la ley vigente admite los arreglos matrimoniales, incluyendo compensaciones económicas, siempre y cuando sean de mutuo acuerdo con la mujer afectada y siendo ambos mayores de edad, aunque cuando son menores de edad, la ley lo tipifica inexcusablemente como una violación. 

10. Deben de fomentarse y divulgar los derechos específicos de los y las adolescentes para que la sociedad se apropie de ellos, de manera análoga a la apropiación gradual que se ha producido en Guatemala, de los derechos humanos, de las mujeres y de la primera infancia.

11. Propiciar la discusión legal, social y cultural del concepto de consentimiento y de las implicaciones de las relaciones forzadas, para eliminar las ambigüedades y confusiones al respecto de la tipificación del matrimonio forzado y precoz. 

12. Es pertinente involucrar a los medios de comunicación social y a las organizaciones que trabajan haciendo incidencia pública, para colocar el tema como prioritario en la agenda social.

13. Es deber del Estado incluir en las políticas de salud el apoyo, la orientación y la educación sexual dirigida a los adolescentes, jóvenes, familias, maestros y autoridades comunitarias, con el fin de incidir en la prevención de la problemática.

14. Se recomienda introducir el tema en las instancias de coordinación inter institucional de desarrollo social (Consejos de Desarrollo), que se mueven e inciden en las familias, vecinos y otros agentes de influencia en el ámbito local.  Educar a la población sobre los derechos de la niñez y adolescencia mediante campañas públicas intensivas con mensajes que lleguen a los padres y a los adolescentes y los jóvenes. Se recomienda a los expertos en educación, la evaluación y diseño de estrategias para el uso de herramientas de comunicación y tecnológicas de amplia difusión, en beneficio de sus derechos y responsabilidades sociales.

15. Se considera necesario y oportuno, implementar y fortalecer en todo el país las OFICINAS MUNICIPALES DE PROTECCION A LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA, auspiciadas por UNICEF en colaboración con Organizaciones No Gubernamentales nacionales e internacionales como la LIGA GUATEMALTECA DE HIGIENE MENTAL (LGHM), VISION MUNDIAL (VM) Y PLAN INTERNACIONAL (PI).  Este espacio de protección debe ser pensado para cubrir los vacios y las deficiencias de las instituciones de socialización, en un lugar donde los adolescentes se sientan seguros, acogidos y asesorados sin miedo a ser señalados, estigmatizados, controlados o censurados. Un espacio de relación e interacción positiva con adultos sensibles y preparados técnicamente para dar respuestas, brindar apoyos y asesorar oportunidades de cambio y de esperanza para sus vidas.

� informe Matrimonio y uniones de hecho forzadas en Guatemala elaborado por María Luisa Cabrera y Alexis Rojas (encargo de CIRMA, UNICEF y la embajada de Suecia)





� Editado del informe Matrimonio y uniones de hecho forzadas en Guatemala elaborado por María Luisa Cabrera y Alexis Rojas (encargo de CIRMA, UNICEF y la embajada de Suecia)





�  Decreto 1-2012 del Congreso de la República


�Congreso de la República, Decreto numero 42-2001, artículo 26 Programa de Salud Reproductiva


� Editado: Investigación Matrimonios y Uniones de Hecho Forzadas en Guatemala M. Luisa Cabrera y Alexis Rojas
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